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Galego de Igualdade, se abonarán con cargo al presupuesto de gastos del
organismo para 2002 , a las ap l i cac iones presupues tar ias
14.50.212A.226.02,226.06,227.06 y 483.0.

Sexta.—En todo el material impreso, así como en la difusión que se
haga de los programas, deberá constar la colaboración de ambos orga-
nismos y figurar expresamente sus logotipos.

Séptima.—El seguimiento de los programas tal y como establece la cláu-
sula cuarta del convenio marco vigente, corresponderá a la Comisión de
Seguimiento.

Además la Consellería de Familia e Promoción do Emprego, Muller
e Xuventude, a través del Servicio Galego de Igualdade, se compromete
a entregar al Instituto de la Mujer una memoria de las actividades realizadas
en la ejecución del convenio.

Octava.—El presente Convenio específico surtirá efectos a partir de
su firma y tendrá vigencia hasta el cumplimiento de su objeto y de las
obligaciones de cada una de las partes, incluida la obligación de la acre-
ditación económica de los programas por parte de la Consellería de Familia
e Promoción do Emprego, Muller e Xuventude, a través del Servicio Galego
de Igualdade.

Ambas partes, de común acuerdo, podrán prorrogar la vigencia de
este convenio específico, cuando fuere necesario continuar con la ejecución
de alguno o de algunos de los programas por no haberse concluido en
el plazo inicialmente pactado, siempre que se condiciones a la previa exis-
tencia de crédito adecuado y suficiente y así se acuerde con anterioridad
a la fecha de expiración del presente convenio.

Novena.—El incumplimiento de las cláusulas del presente convenio por
cualquiera de las partes, será causa de su extinción, sin perjuicio de lo
establecido en la cláusula siguiente.

El incumplimiento por parte del Instituto de la Mujer, determinará
para éste el pago de los daños y perjuicios que por tal causa se irroguen
a la otra parte. El incumplimiento por parte de la Consellería de Familia
e Promoción do Emprego, Muller e Xuventude, a través del Servicio Galego
de Igualdade, determinará para ésta la obligación de restituir al Instituto
de la Mujer las cantidades que se hubieran percibido injustificadamente
y la de indemnizar los daños y perjuicios ocasionados.

En ambos casos se respetarán los derechos adquiridos por los terceros
de buena fe.

También será causa de resolución, el mutuo acuerdo y la imposibilidad
sobrevenida de cumplir las actividades descritas.

Décima.—Este convenio tiene naturaleza administrativa; se regirá por
las estipulaciones en él contenidas, y en lo no previsto en éstas, así como
para la resolución de las dudas que pudieran presentarse, por los principios
del Real Decreto Legislativo 2/2000 de 16 de junio, por el que se aprueba
el texto refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas.

Dada la naturaleza jurídico-administrativa de este Convenio, el orden
jurisdiccional contencioso-administrativo será el competente para resolver
las cuestiones litigiosas que pudieran suscitarse entre las partes durante
la ejecución del mismo.

Y, estando conformes ambas parte con el contenido del presente docu-
mento, lo firman por duplicado y a un solo efecto, en el lugar y fecha
antes indicados.—La Conselleira de Familia e Promocion do Emprego Muller
e Xuventude, Manuela López Besteiro.—La Directora general del Instituto
de la Mujer, Pilar Dávila del Cerro.

20742 RESOLUCIÓN de 3 de octubre de 2002, de la Dirección Gene-
ral del Instituto Social de la Marina, sobre delegación de
competencias en materia presupuestaria y de contratación
administrativa en el ámbito de esta entidad.

Con fecha 22 de septiembre de 1999 y 15 de abril de 2002, se dictaron
sendas Resoluciones de esta Dirección General, mediante las cuales se
delegaban en Órganos Provinciales y Centrales de la entidad el ejercicio
de diversas competencias, en el marco de la contratación administrativa.

En este espacio de tiempo y debido a la aplicación del Reglamento
General de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado
por Real Decreto 1098/2001, de 12 de octubre, se ha puesto de manifiesto
la necesidad de adecuar y ampliar la delegación de competencias en el
ámbito de la contratación administrativa en las Direcciones Provinciales
del Instituto, con el fin de mantener la agilidad y eficacia en los pro-
cedimientos ordinarios de gestión.

Por otra parte, se redacta la presente Resolución con el objetivo de
aglutinar todas las anteriores Resoluciones de esta Dirección General sobre
delegación de competencias en materia presupuestaria y de contratación
administrativa, en el ámbito del Instituto Social de la Marina.

En su virtud, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 13
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y en
la disposición adicional decimotercera de la Ley 6/1997, de 14 de abril,
de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Esta-
do, esta Dirección General del Instituto Social de la Marina, resuelve:

Primero.—Delegar el ejercicio de competencias de esta Dirección Gene-
ral en materia presupuestaria y de contratación administrativa, en los
órganos que a continuación se señalan, y con el contenido que asimismo
se indica:

Uno. En la Subdirección General de Administración y Análisis Pre-
supuestario:

1.1 La facultad para celebrar contratos de obras, de gestión de ser-
vicios públicos, de suministros, de consultoría y asistencia y los de ser-
vicios, siempre que los mismos no requieran la autorización del titular
del Departamento ministerial o del Consejo de Ministros conforme a lo
previsto en los artículos 12.1 y 12.2 del texto refundido de la Ley de
Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado por Real Decreto
Legislativo 2/2000, de 16 de julio, y con excepción de las competencias
delegadas en los Directores provinciales del Organismo, de acuerdo con
lo establecido en el apartado primero.dos de esta Resolución.

1.2 La facultad para celebrar contratos de administración ordinaria,
ya sean administrativos especiales o de carácter privado, según las pre-
visiones contenidas en los artículos 8 y 9 del texto refundido de la Ley
de Contratos de las Administraciones Públicas, con las mismas limitaciones
y excepciones del párrafo anterior.

En ningún caso, se entenderán delegadas las facultades que, respecto
de los contratos de naturaleza patrimonial sobre bienes inmuebles, la nor-
mativa vigente reserva a la Tesorería General de la Seguridad Social.

1.3 La facultad de aprobar y comprometer el gasto de los contratos
celebrados en virtud de la delegación contenida en los dos apartados
anteriores.

1.4 La facultad del Órgano de Contratación para el reconocimiento,
liquidación de la obligación y propuesta de pago, para todo tipo de con-
tratos.

1.5 Las liquidaciones de ingresos que se abonan en la cuenta de ingre-
sos que, titulada a nombre de la Tesorería General de la Seguridad Social,
se encuentra abierta en los Servicios Centrales de la Entidad.

1.6 La asignación y redistribución de los créditos presupuestarios
aprobados entre los diferentes Centros de Gestión de la Entidad, sin límite
de cuantía.

1.7 La propuesta y, en su caso, aprobación de los expedientes de
modificación de créditos del Presupuesto de gastos y dotaciones de la
Entidad.

1.8 La autorización de los documentos contables del Presupuesto de
gastos y dotaciones del Instituto Social de la Marina, excepto los que corres-
pondan o se deleguen en otros Órganos.

1.9 Las facultades que, respecto al Fondo de Maniobra de los Servicios
Centrales, atribuye la Orden del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales,
de 12 de julio de 2001.

1.10 Las propuestas de pago por operaciones extrapresupuestarias,
a excepción de las competencias delegadas en otros Órganos de la entidad.

Dos. En las Direcciones Provinciales del Instituto Social de la Marina:

2.1 La facultad para celebrar contratos de obras, de gestión de ser-
vicios públicos, de suministros, de consultoría y asistencia y los de ser-
vicios, siempre que el importe de licitación de los mismos no supere los
300.506 euros, y se imputen a créditos descentralizados o habilitados al
Centro de Gestión de la correspondiente Dirección Provincial.

Se exceptúa en cualquier caso de esta delegación, la celebración de
contratos que requieran autorización del titular del Departamento Minis-
terial o del Consejo de Ministros.

2.2 La facultad para celebrar contratos de administración ordinaria,
ya sean administrativos especiales o de carácter privado, según las pre-
visiones contenidas en los artículos 8 y 9 del texto refundido de la Ley
de Contratos de las Administraciones Públicas, con la misma limitación
económica y excepción prevista en el párrafo anterior.

En ningún caso, se entenderán delegadas las facultades que, respecto
de los contratos de naturaleza patrimonial sobre bienes inmuebles, la nor-
mativa vigente reserva a la Tesorería General de la Seguridad Social.

2.3 La facultad de aprobar y comprometer el gasto de los contratos
celebrados en virtud de la delegación contenida en los dos apartados
anteriores.

2.4 Asimismo, se delega la facultad para aprobar y comprometer los
gastos propios de la Dirección Provincial, y para reconocer la obligación,
incluyendo la aprobación de las certificaciones de obra, y proponer el
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pago, de dichos expedientes y de aquellos impulsados por otros Órganos
de la Entidad, o perfeccionados por la Tesorería General de la Seguridad
Social, siempre que los gastos generados se imputen a créditos descen-
tralizados o habilitados en la correspondiente Dirección Provincial.

2.5 Las liquidaciones de ingresos que se abonan en la cuenta de ingre-
sos que, titulada a nombre de la Tesorería General de la Seguridad Social,
se encuentre abierta en el ámbito provincial de actuación.

2.6 Las propuestas de pago por operaciones extrapresupuestarias a
realizar en el ámbito provincial, a excepción de las competencias delegadas
en otros Órganos de la entidad.

A los efectos previstos en los apartados anteriores, el Buque «Esperanza
del Mar», se considerará centro dependiente de la Dirección Provincial
en cuyo ámbito territorial tenga establecida su base.

Segundo.—La facultad de celebrar contratos objeto de delegación lleva
implícita la de aprobación del proyecto, del pliego de cláusulas adminis-
trativas particulares, pliego de prescripciones técnicas, la de adjudicación
del contrato, la de formalización del mismo y de las restantes facultades
que el texto refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones
Públicas y su Reglamento General atribuyen al Órgano de Contratación,
excepto:

a) La interpretación, declaración de nulidad y resolución del acto
cuando se formule la oposición del contratista.

b) La autorización de modificaciones del contrato, cuando la cuantía
de las mismas, aislada o conjuntamente, sea superior a un 20 por 100
del precio primitivo del contrato, o se superen las condiciones o límites
cuantitativos establecidos en esta Resolución para el ejercicio de la dele-
gación.

Tercero.—Las resoluciones administrativas que se adopten en virtud
de la presente delegación de competencias indicarán expresamente esta
circunstancia citando la disposición que la otorga, y se considerarán dic-
tadas por el Órgano delegante.

Sin perjuicio de ello, la Directora general del Instituto Social de la
Marina podrá avocar para sí el conocimiento de cualquier asunto cuya
resolución corresponda, por la delegación que en la presente Resolución
se autoriza, a sus órganos administrativos dependientes, conforme a las
previsiones del artículo 14 de la Ley de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Cuarto.—Quedan sin efecto cuantas disposiciones de igual o inferior
rango se opongan a lo previsto en la presente Resolución y, específicamente,
el apartado primero.dos.b) de la Resolución de esta Dirección General
de 22 de septiembre de 1999, publicada en el «Boletín Oficial del Estado»
de 6 de octubre de 1999 y asimismo la Resolución de esta Dirección General
de 15 de abril de 2002, publicada en el «Boletín Oficial del Estado» de
30 de abril de 2002.

Quinto.—Lo dispuesto en la presente Resolución entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 3 de octubre de 2002.—La Directora general, María Antonia
Lucena Varea.

Ilmos. Sres. Secretario general, Subdirectores generales e Interventora dele-
gada central en el Instituto Social de la Marina y Sres. Directores pro-
vinciales del Instituto Social de la Marina.

MINISTERIO
DE ADMINISTRACIONES

PÚBLICAS
20743 RESOLUCIÓN de 3 de octubre de 2002, de la Secretaría

General Técnica, por la que se emplaza a los interesados
en el recurso contencioso-administrativo 1/67/2002, inter-
puesto ante el Tribunal Supremo por la Confederación
Intersindical Galega.

Recibido el requerimiento de la Sección Tercera de la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo del Tribunal Supremo, en relación con el recurso
contencioso-administrativo número 1/67/2002, interpuesto por la Confe-
deración Intersindical Galega contra el Real Decreto 383/2002, de 26 de
abril, por el que se modifica el Reglamento del Personal al Servicio de

Correos y Telégrafos, aprobado por Real Decreto 1638/1995, de 6 de
octubre,

Esta Secretaría General Técnica ha resuelto emplazar, para que com-
parezcan ante dicha Sala, en el plazo de nueve días, a todos los posibles
interesados en el procedimiento y, por tanto, legitimados para poder per-
sonarse ante el mismo.

Madrid, 3 de octubre de 2002.—El Secretario general técnico, Roberto
Gámir Meade.

MINISTERIO
DE MEDIO AMBIENTE

20744 RESOLUCIÓN de 7 de octubre de 2002, de la Secretaría
General de Medio Ambiente, por la que se formula Decla-
ración de Impacto Ambiental sobre la evaluación de impac-
to ambiental del proyecto de Central Hidroeléctrica de
Puentedura (Burgos) presentado por «Ferrería Puente
Zarre, Sociedad Limitada», en la Confederación Hidrográ-
fica del Duero.

El Real Decreto Legislativo 1302/1986, de 28 de junio, de Evaluación
de Impacto Ambiental, y su Reglamento de ejecución, aprobado por Real
Decreto 1131/1988, de 30 de septiembre, modificados por la Ley 6/2001,
de 8 de mayo, establecen la obligación de formular declaración de impacto
ambiental, con carácter previo a la resolución administrativa que se adopte
para la realización o, en su caso, autorización de la obra, instalación o
actividad de las comprendidas en los anexos a las citadas disposiciones.

De acuerdo con lo establecido en el Real Decreto 695/2000, de 12 de
mayo, y en el Real Decreto 1415/2000, de 21 de julio, modificado por
el Real Decreto 376/2001, de 6 de abril, por los que se establece la estructura
orgánica básica y la atribución de competencias del Ministerio de Medio
Ambiente, corresponde a la Secretaría General de Medio Ambiente la for-
mulación de las declaraciones de impacto ambiental de competencia esta-
tal, reguladas por la legislación vigente.

Con objeto de iniciar el procedimiento de evaluación de impacto
ambiental, el promotor «Ferrería Puente Zarre, Sociedad Limitada» remitió,
con fecha 9 de marzo de 2000, a la Dirección General de Calidad y Eva-
luación Ambiental, la memoria-resumen del proyecto. Los datos principales
del proyecto constituyen el anexo I.

Recibida la memoria-resumen, la Dirección General de Calidad y Eva-
luación Ambiental estableció un período de consultas a personas, insti-
tuciones y administraciones sobre el impacto ambiental del proyecto.

En virtud del artículo 14 del Reglamento, con fecha 9 de agosto de 2000,
la Dirección General de Calidad y Evaluación Ambiental dio traslado al
promotor de las contestaciones recibidas. La relación de consultados y
un resumen de las respuestas recibidas, se recogen en el anexo II.

Elaborado por el promotor el estudio de impacto ambiental fue sometido
a Información Pública, mediante anuncio que se publicó en el «Boletín
Oficial» de la provincia de Burgos de fecha 8 de octubre de 2001.

Conforme al artículo 16 del Reglamento, la Confederación Hidrográfica
del Duero, con fecha 3 de diciembre de 2001, remitió a la Dirección General
de Calidad y Evaluación Ambiental el expediente, que comprende el docu-
mento técnico del proyecto, el estudio de impacto ambiental y las ale-
gaciones recibidas. El anexo III incluye un resumen significativo del estudio
de impacto ambiental. El anexo IV un resumen de las alegaciones recibidas.

La Dirección General de Calidad y Evaluación Ambiental con fecha
24 de junio de 2002 pidió informe a la Secretaría General de la Consejería
de Medio Ambiente de la Junta de Castilla y León sobre los resultados
obtenidos por el promotor con la metodología establecida por dicha Secre-
taría General para la determinación del régimen de caudales ecológicos,
y consiguientes propuestas de caudales.

La Dirección General de Calidad Ambiental de la Consejería de Medio
Ambiente de la Junta de Castilla y León remitió informe estimando correc-
tas las propuestas del promotor.

Examinada la documentación presentada, la Secretaría General de
Medio Ambiente, en el ejercicio de las atribuciones conferidas por el Real
Decreto Legislativo 1302/1986, de 28 de junio, de Evaluación de Impacto
Ambiental y los artículos 4.1, 16.1 y 18 del Reglamento de ejecución, apro-
bado por el Real Decreto 1131/1988, de 30 de septiembre, formula la
siguiente Declaración de Impacto Ambiental sobre la evaluación de impacto
ambiental del proyecto de Central Hidroeléctrica de Puentedura (Burgos)


